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DESPIDO 

INJUSTIFICADO 

 

Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado Schwarz  
 
 
 

S E N T E N C I A  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de abril de 2021. 

-I- 

Comparece ante esta curia la señora Elsa Rivera 

Rivera, en adelante parte apelante, y solicita que 

revoquemos una Sentencia Sumaria emitida el 30 de abril 

de 2020 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Aibonito. Mediante la aludida sentencia, el 

foro primario desestimó con perjuicio la demanda de la 

parte apelante sobre despido injustificado.  

Evaluado el recurso ante nuestra consideración y el 

Alegato en Oposición a Apelación de FTL Finance PR, LLC, 

en adelante FTL Finance, y Island Finance, LLC, h/n/c 

como Oasis Financial Services, en adelante Island 

Finance, en conjunto la parte apelada, a la luz del 

derecho aplicable y por los fundamentos que explicamos 

a continuación, confirmamos la Sentencia Sumaria 

apelada.  

-II- 

 Surge del expediente ante nuestra consideración 

que, el 23 de julio de 2018, la parte apelante presentó 
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una Querella en contra de Island Finance alegando 

despido injustificado.1  

 En apretada síntesis, la parte apelante alegó que 

había sido empleada de FTL Finance desde el 31 de agosto 

de 1995 y fungía como Gerente de Sucursal al momento de 

su despido, el 19 de julio de 2018.2 Añadió que fue 

despedida debido al traspaso del negocio en marcha de 

FTL Finance y que el despido se hizo sin justa causa, 

por lo que violaba las disposiciones legales en contra 

del despido injustificado.3 Arguyó, además, que esto le 

imponía a la parte un deber de indemnizarla a razón del 

sueldo correspondiente a seis (6) meses y una 

indemnización progresiva adicional equivalente a sesenta 

y seis (66) meses por cada año de empleo, lo que ascendía 

a la suma de $100,797.96.  

 El 16 de agosto de 2018, Island Finance contestó la 

Querella.4 Argumentó que había adquirido todos los 

activos de FTL Finance y que había ofrecido a la parte 

apelante continuar con su empleo en condiciones 

similares a las que tenía con su antiguo patrono. Expuso 

que la parte apelante optó por no continuar en el empleo, 

por lo que no hubo despido; además, expresó que no se le 

habían impuesto condiciones onerosas a la parte apelante 

en la oferta de trabajo. Más adelante se añadió a FTL 

Finance como coquerellada.   

 Luego de varios incidentes procesales, el 30 de 

septiembre de 2019, la parte apelada presentó una 

 
1 Del expediente surge que la Querella se presentó al amparo de la 

Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, según enmendada, conocida como 

la Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones Laborales, pero 

luego las partes acordaron continuar los procedimientos por la vía 

ordinaria. Véase, Apéndice del recurso, Minuta, págs. 96-98.    
2 Id., Querella, págs. 65-68.  
3 Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según enmendada, Ley Sobre 

Despidos Injustificados.  
4 Apéndice del recurso, Contestación a Querella, págs. 69-74.  
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Solicitud de Sentencia Sumaria,5 a la cual la parte 

apelante se opuso.6 Consecuentemente, la parte apelante 

presentó una Réplica a Oposición a Sentencia Sumaria,7 

la cual también fue duplicada por la parte apelante.8  

 Finalmente, el 30 de agosto de 2020, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió una Sentencia Sumaria. En su 

dictamen, además de indicar que la Oposición a Sentencia 

Sumaria y posterior Dúplica de la parte apelante no 

cumplió con la Regla 36.3 (b)(2) y (b)(3) de 

procedimiento civil, el foro primario esbozó los 

siguientes hechos incontrovertidos:  

1. Doña Elsa comenzó a trabajar en FTL h/n/c 

Oasis el 31 de agosto de 1995.  

 

2. La última posición que ocupó doña Elsa en 

Oasis fue de Gerente de Sucursal en Caguas. 

 

3. En el 2017[,] doña Elsa devengó una 

compensación de $54,585.18 dólares, lo que 

incluye el salario base y un bono de desempeño 

e incentivos.  

 

4. El 26 de febrero de 2018[,] doña Elsa recibió 
un aumento del salario básico a $48,891.32 

dólares anuales, el cual sería efectivo a 

partir del 5 de marzo de 2018.  

 

5. En mayo de 2018, el Sr. Todd Grzybinski (“don 
Todd”), Presidente de Oasis y el Sr. Chad 

Denen (“don Chad”), uno de los propietarios de 

FTL, visitaron la sucursal de Caguas e 

informaron a los empleados que Oasis estaba en 

venta y que había un comprador interesado, 

Island Finance. Además, se les informó que 

recibirían ofertas de empleo individuales.  

 

6. En ese momento Oasis contaba con seis 

sucursales en Puerto Rico.  

 

7. El 20 de julio de 2018, Island Finance 

adquirió sustancialmente todos los activos y 

toda la cartera de préstamos de Oasis, así 

como el nombre de Oasis.  

 

8. Con antelación a la consumación de la 

transacción entre Island Finance y FTL, la 

Sra. Angie E. Lugo (“doña Angie”), Directora 

de Recursos Humanos de Island Finance, visitó 

 
5 Id., Solicitud de Sentencia Sumaria, págs. 99-218.  
6 Id., Oposición a Sentencia Sumaria, págs. 219-272.  
7 Id., Réplica a Oposición a Sentencia Sumaria, págs. 273-339.  
8 Id., Dúplica, págs. 340-391. 
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todas las sucursales de Oasis para informar a 

los empleados que, como parte de la 

transacción, estarían recibiendo ofertas de 

empleo por parte de Island Finance y para 

orientarlos respecto al modelo de compensación 

y el sistema de bonificación de Island 

Finance.  

 

9. Island Finance no consideró retener a esos 
empleados con las mismas condiciones que 

tenían con FTL, sino ofrecerles empleo bajo 

las condiciones que tenían los empleados de 

Island Finance en puestos equivalentes.  

 

10. Doña Angie fue la encargada de analizar 

la cantidad de empleados de Oasis y dondé 

[sic] estaban localizados geográficamente. 

Además, se encargó de analizar las 

descripciones de los puestos de trabajo de 

Oasis para compararlas con las de Island 

Finance e identificar cuáles eran compatibles 

en cuanto funciones, compensación y estructura 

organizacional.  

 

11. Doña Angie realizó el referido análisis 

con el fin de extender ofertas de empleo 

razonables y alineadas a los términos de 

compensación de Island Finance para los 

puestos en cuestión. 

 

12. Doña Angie fue la persona designada para 

extender las ofertas de empleo a los empleados 

de Oasis.  

 

13. Island Finance tenía la intención de 

extenderle ofertas de empleo a los 41 

empleados de Oasis. No obstante, dos empleadas 

rechazaron de plano la posibilidad de recibir 

ofertas por tener planes de renunciar a la 

compañía, por lo que se extendieron 39 ofertas 

de empleo. De éstas [sic], 34 fueron aceptadas 

y cinco rechazadas, entre las cuales se 

encuentra la oferta extendida a doña Elsa. 

 

14. El 22 de mayo de 2018, Island Finance 

extendió una oferta de empleo a doña Elsa para 

el puesto de Gerente de Sucursal en el 

Departamento de Red Sucursales, posición que 

ocupaba en Oasis. Esta oferta estaba 

condicionada a que se consumara la transacción 

entre FTL y Island Finance.  

 

15. Conforme a la oferta que Island Finance 

le cursó a doña Elsa, ésta [sic] recibiría un 

salario base anual de $30,000 dólares, 

participación en el Programa de Incentivos de 

la Compañía, el cual tenía un pago variable 

asignado de hasta $24,000 dólares anuales, 

bono de Navidad, según aprobado anualmente por 

la Junta de Directores de la Compañía, y se le 

reconocería su antigüedad en FTL. Island 

Finance, además, le ofreció a doña Elsa un 

bono de contratación de $30,000 dólares, 
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pagadero en su primera nómina y sujeto a que 

completara un año de servicio en la compañía. 

Asimismo, doña Elsa recibiría plan médico con 

medicinas, dental y cuidado de la visión; 

seguro de vida sin costo alguno, equivalente 

a 1.75 veces su salario base anual, es decir 

$52,500 dólares; 21 días de vacaciones 

anuales; seguro de incapacidad a corto y largo 

plazo; participación en el plan de ahorro de 

la compañía; y una licencia de tres días 

anuales para atender asuntos personales.  

 

16. Al 20 de julio de 2018, Island Finance 

tenía 52 gerentes de sucursal en su nómina de 

empleados.  

 

17. Los términos y condiciones de empleo que 

Island Finance le ofreció a doña Elsa fueron 

los mismos que al momento disfrutaban los 

gerentes de sucursal de Island Finance con la 

misma experiencia.  

 

18. Doña Angie se reunió en varias ocasiones 

con doña Elsa para dialogar sobre la oferta de 

empleo. Incluso, le explicó que la reducción 

de salario se debía a que los empleados de 

Island Finance que ocupaban la misma posición, 

gerentes de sucursal, no generaban el salario 

que ella recibía en Oasis y no podían 

contratar empleados nuevos para hacer lo 

mismo, con un salario más alto. Además, le 

indicó que esa era la razón por la que se le 

estaba ofreciendo un bono de contratación de 

$30,000 dólares, lo que equivalía a un año del 

salario ofrecido.  

 

19. El referido bono de contratación cubría 

la diferencia que existía entre el salario 

base anual ofrecido por Island Finance y el 

que doña Elsa ostentaba en Oasis y aún le 

quedaban casi $12,000 dólares para cubrir 

parte de la diferencia en salario para el 

próximo año.  

 

20. La suma del salario base y el plan de 

incentivos que Island Finance le ofreció a 

doña Elsa era $54,000 dólares, comparable con 

los $54,585.00 que devengó en el 2017 como 

empleada de Oasis. 

 

21. El plan de incentivos de Island Finance 

dependía de que los empleados cumplieran las 

metas establecidas por Island Finance, las 

cuales no necesariamente eran las mismad [sic] 

de Oasis.     

 

22. Island Finance le aseguró el bono de 

desempeño que los empleados de Oasis tenían 

por los primeros seis meses de empleo.  

 

23. Mientras trabajó en Oasis, doña Elsa 

pagaba aproximadamente $34.00 bisemanales de 

plan médico, es decir, aproximadamente $78.00 
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al mes, mientras que como empleada de Island 

Finance hubiese pagado la cantidad de $39.94 

mensuales por la cobertura clásica individual. 

 

24. En junio de 2018[,] doña Elsa canceló el 

plan médico que tenía como empleada de 

Oasis[,] debido a que constaba con el plan 

médico de su esposo.  

 

25. El plan médico ofrecido por Island 

Finance era similar al que doña Elsa tenía en 

Oasis antes de cancelar el mismo, pero el 

costo era menor. 

 

26. En Oasis[,] doña Elsa tenía un seguro de 

vida de un máximo de $50,000, mientras que en 

Island Finance hubiera recibido un seguro de 

vida del 1.75 veces su salario anual, es decir 

$52,500. Además, Island Finance le ofrecía la 

oportunidad de triplicar esa cantidad para un 

total de $157,000.  

 

27. El plan de seguro de vida que le ofreció 

Island Finance a doña Elsa era mejor que el 

que tenía en Oasis.  

 

28. Island Finance le ofreció a doña Elsa un 

seguro de incapacidad a corto y largo plazo, 

beneficio con el cual no contaba en Oasis.  

 

29. En Island Finance, [a] doña Elsa se le 

reconocerían 21 días de vacaciones anuales, 

igual a la cantidad que tenía en Oasis. 

Además, se le reconocerían los días de 

vacaciones acumulados en Oasis y que no 

hubiese disfrutado al momento de la 

transición.  

 

30. En Oasis, doña Elsa no tenía una licencia 

para atender asuntos personales, mientras que 

en Island Finance se le concederían tres días 

por concepto de dicha licencia.  

 

31. En Oasis, doña Elsa recibía un bono de 

Navidad de $600 dólares. Se le informó que el 

bono de Navidad de Island Finance era mayor. 

 

32. Island Finance ofrece a sus empleados un 

bono de Navidad desde un mínimo de $1,000 a un 

máximo de $2,000 dólares. Al realizar dicha 

determinación, Island Finance utiliza la 

siguiente escala: aquellos empleados que 

devengan un salario base de hasta $52,000 

reciben un 3% de dicha cuantía; los empleados 

que devengan entre $52,000 y $72,000 reciben 

un 2.75%; mientras que los empleados que 

devengan un salario base mayor de $72,000 

reciben un 2.5%.  

 

33. Por consiguiente, toda vez que Island 

Finance le ofreció a doña Elsa un salario base 

de $30,000, en el 2018, esta hubiera recibido 
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$1,000, el mínimo que la Compañía provee por 

concepto de bono de Navidad. 

 

34. El 25 de mayo de 2018[,] doña Elsa 

informó a doña Angie que había recibió la 

oferta para trabajar con Island Finance y 

solicitó tiempo adicional para considerar la 

misma y tomar una decisión. 

 

35. El 31 de mayo de 2018[,] don Chad envió 

un correo electrónico a doña Elsa recordándole 

que FTL vendería sus operaciones en Puerto 

Rico a Island Finance y que los empleados que 

aceptaran las ofertas de empleo continuarían 

trabajando automáticamente para el nuevo 

patrono.  

 

36. Don Chad, además, orientó a doña Elsa 

respecto a que el no aceptar de empleo con 

Island Finance constituiría una renuncia a su 

empleo que sería efectiva el día de la 

transición de Oasis a Island Finance. 

 

37. Don Chad se ofreció para aclarar 

cualquier duda o pregunta que tuviera doña 

Elsa y la exhortó a comunicarse con doña Angie 

para proveer una respuesta a la oferta de 

empleo que le fue extendida.  

 

38. El 22 de junio de 2018[,] doña Angie 

envió un correo electrónico concediéndo [sic] 

a doña Elsa un término adicional, hasta el 30 

de junio de 2018, para considerar la oferta y 

notificar su decisión.  

 

39. Además, doña Angie le indicó a doña Elsa 

que los términos y condiciones de empleo que 

se le ofrecieron eran comparables a los que 

tenía en Oasis y que por motivos operacionales 

necesitaban una respuesta en o antes del 

término provisto. Asimismo, le reiteró que no 

contestar la oferta de empleo se consideraría 

una renuncia a su empleo en Oasis a partir de 

la fecha en que se hiciera efectiva la 

transición a Island Finance.  

 

40. El 30 de junio de 2018, doña Angie 

respondió al correo electrónico de doña Elsa 

en el que esta indicó que no estaba de acuerdo 

con la reducción de salario. Doña Angie le 

aclaró que los términos y condiciones de 

empleo que le ofreció Island Finance eran los 

que en ese momento disfrutaban aquellos 

empleados de Island Finance que ocupaban la 

misma posición y con antigüedades similares a 

la de ella. Además, doña Angie le reiteró que 

los términos y condiciones de empleo ofrecidos 

eran favorablemente comparables a los que 

ostentaba en Oasis y en su primer año podría 

devengar un salario de entre $72,000 y 

$84,000.  
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41. Doña Angie le recordó a doña Elsa que 

debía responder a la oferta dentro del término 

concedido para ellos y que, de no hacerlo, se 

consideraría una renuncia a su empleo a partir 

de la fecha en que se finalizara la 

transacción entre FTL y Island Finance.  

 

42. A pesar de todos los esfuerzos de Oasis 

e Island Finance, doña Elsa se mantuvo en su 

posición y rechazó la oferta de empleo de 

Island Finance. 

 

43. El 7 de julio de 2018, Island Finance 

acusó recibo de la respuesta de doña Elsa 

rechazando la oferta de empleo de Island 

Finance y le recordó que, una vez se 

completara la transacción entre FLT y Island 

Finance, Oasis dejaría de existir y su rechazo 

a la oferta para continuar trabajando con 

Island Finance constituiría una renuncia 

voluntaria a su empleo.  

 

44. El 18 de julio de 2018, don Todd sostuvo 

una llamada con las cinco empleadas que no 

aceptaron ofertas de Island Finance, Anly 

Román, Rosa Cordero, Waleska Maldonado, Carmen 

Judith Fonseca y doña Elsa. Durante la 

referida llamada telefónica, don Todd les 

informó que Island Finance tomaría el control 

de Oasis, que FTL cesaría de existir y que 

debido a que no aceptaron las ofertas de 

empleo que le fueron extendidas por Island 

Finance y Oasis dejaría de existir, ya no 

serían empleadas de Oasis y no podrían entrar 

en las sucursales. 

 

45. Durante la llamada telefónica, las 

empleadas y don Todd dialogaron respecto a las 

razones por las que serían cesanteadas y se 

indicó lo siguiente:  

Empleada: Todd, what is the reason for “fired” 

Sr. Grzybinski: Termination.  

Empleada: Or for termination, us. 

Sr. Grzybinski: The reason for fire, the 

reason I have here is, that it was told to me 

as you were offered and decline employment 

with Island Finance. That is the reason for 

termination.  

 

46. Don Todd no habla el idioma español y, a 

su entender, el término en inglés 

“termination” significa “stopped”, “to stop”, 

“terminated” o “to no longer exist” y el 

término en inglés “fired” significa 

“dismissal”. Además, don Todd utilizó la 

palabra “fired” porque fue la palabra que 

utilizaron las empleadas en la llamada 

telefónica.  

 

47. También[,] el 18 de julio de 2018, don 

Chad le informó a doña Elsa que Island Finance 

adquirió Oasis, efectivo el 20 de julio de 

2018, y que al rechazar la oferta de empleo de 
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Island Finance su renuncia se haría efectiva 

en la referida fecha de la transacción.  

 

48. El 20 de julio de 2018[,] FTL cerró 

operaciones en Puerto Rico.  

 

49. FTL vendió todas las carteras de 

préstamos personales de Oasis a Island 

Finance, incluyendo el nombre de Oasis. 

 

50. FTL no tenía lugar en Puerto Rico o 

Estados Unidos al que pudiera relocalizar a 

doña Elsa. 

 

51. Doña Elsa decidió voluntariamente no 

aceptar la oferta de empleo de Island Finance.  

 

52. Doña Elsa admitió que de haber aceptado 

la oferta de empleo de Island Finance hubiese 

continuado trabajando luego del 20 de julio de 

2018, no le hubieran liquidado su balance de 

vacaciones y los días acumulados en Oasis por 

dicho concepto se le hubieran transferido a 

Island Finance y se le hubiese reconocido su 

antigüedad.  

 

53. Doña Elsa admitió que la decisión de 

quedarse sin empleo en lugar de aceptar la 

oferta de Island Finance no fue una razonable.9  

 

Tomando como base estos hechos incontrovertidos, el 

Tribunal de Primera Instancia determinó que la parte 

apelada no había despedido injustificadamente a la parte 

apelante, ya que un nuevo patrono actúa correctamente 

“siempre que se respete el tiempo de empleo y no imponga 

condiciones nuevas tan onerosas que constituyan en 

realidad un despido constructivo”.10 Siguiendo esta 

línea, el foro apelado coligió que:  

No hay disputa genuina en cuanto a que doña 

Elsa y los demás empleados de FTL fueron 

orientados respecto a la intención de Island 

Finance de emplearlos y de las condiciones que 

aplicarían; que Island Finance hizo un 

análisis de los puestos de cada compañía para 

ofrecer a todos los empleados de FTL puestos 

y condiciones equivalentes; que aunque algunas 

condiciones eran distintas, como en el caso de 

doña Elsa el salario básico, otras condiciones 

eran mejores; que el salario básico que 

tendría doña Elsa sería el que correspondía a 

otras personas con el puesto de gerente de 

sucursal con el nivel de experiencia que ella 

 
9 Id., Sentencia Sumaria, págs. 6-11.  
10 Id., pág. 25. 
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tenía; que a doña Elsa se le dio tiempo para 

evaluar el ofrecimiento; y que doña Elsa 

rechazó trabajar para Island Finance bajo las 

condiciones sumamente razonables bajo las 

cuales la adquiriente de los negocios de FTL 

s [sic] ejerció la opción de emplear a todo el 

personal de FTL.11  

 

 Por lo tanto, la parte apelada no tenía ninguna 

obligación legal para con la parte apelante.  

 El 14 de julio de 2020, la parte apelante presentó 

una Reconsideración y Determinaciones Iniciales y/o 

Adicionales en la que solicitó al foro de primera 

instancia que reconsiderara su determinación e incluyó 

determinaciones de hecho que consideraba pertinentes 

para la adjudicación de la controversia.12 Dicha 

solicitud de reconsideración fue declara No Ha Lugar por 

el foro apelado el 15 de julio de 2020.  

 Inconforme con esta determinación, el 13 de agosto 

de 2020, la parte apelante presentó el recurso de 

Apelación que nos ocupa y planteó la comisión de los 

siguientes errores:  

Primer Error: Erró el TPI al dictar Sentencia 

Sumaria a favor de los querellados-demandados-

recurridos y negarse [sic] dictar Sentencia 

Sumaria a favor de la querellante-demandante-

recurrente. 

 

Segundo Error: Erró el TPI al interpretar la 

Regla 36.3 (b)(2) y (3) de Procedimiento 

Civil. 

 

Tercer Error: Erró el TPI al interpretar la 

Oposición de Sentencia Sumaria de la 

demandante y determinar que ésta [sic] última 

incumplió con los requerimientos de la Regla 

36.3 (b)(2) y (3) de Procedimiento Civil y 

descartarla de plano. 

 

Cuarto Error: Erró el TPI al interpretar que 

el escrito de Oposición a la Sentencia Sumaria 

de la querellante-demandante-recurrente 

“frustró el objetivo de la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil”. 

 

 
11 Id.  
12 Id., Reconsideración, Determinaciones Iniciales y/Adicionales, 

págs. 27-62.  
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Quinto Error: Erró el TPI al determinar que el 

despido de la demandante fue justificado y no 

conceder la mesada. 

 

Sexto Error: Erró el TPI al interpretar de 

manera general que el traspaso del negocio en 

marcha de FTL u Oasis a Islance [sic] Finance 

no generó obligación de pagar la mesada. 

 

Séptimo Error: Erró el TPI al no aplicar las 

disposiciones del artículo 6 de la ley 80 

sobre despido injustificado.    

 

 El 14 de septiembre de 2020, la parte apelada 

presentó su Alegato en Oposición a Apelación. En el 

mismo, la parte apelada contrarió los señalamientos de 

error de la parte apelante y argumentó que el despido de 

la parte apelante no fue injustificado, toda vez que fue 

consecuencia del cierre de operaciones del 

establecimiento.13  

 Contando con la comparecencia de ambas partes, 

procedemos a resolver el presente recurso de Apelación, 

no sin antes discutir el derecho aplicable.  

-III- 

-A- 

La Sentencia Sumaria 

La Regla 36 de Procedimiento Civil permite a un 

tribunal dictar sentencia sumariamente cuando los hechos 

no están en controversia y el derecho favorece la 

posición de la parte que la solicita.14 La sentencia 

sumaria tiene como propósito aligerar la tramitación de 

un caso permitiendo que se dicte sentencia sin necesidad 

de que se tenga que celebrar la vista en los méritos, 

cuando de los documentos no controvertidos que se 

acompañan con la solicitud surge que no existe una 

legítima controversia de hecho a ser dirimida, [y] solo 

 
13 Alegato de la parte apelada, págs. 1-23.   
14 Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36. 
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resta aplicar el derecho [;] y no se ponen en peligro o 

se lesionan los intereses de las partes.15 Así pues, bien 

utilizada, la sentencia sumaria acelera “la litigación 

de pleitos que no presenten genuinas controversias sobre 

hechos materiales”.16 

 La Regla 36.1 permite a una parte que haya 

solicitado un remedio a su favor presentar una moción de 

sentencia sumaria,17 mientras, la Regla 36.2 contempla 

que la parte contra la que se reclama sea quien la 

presente.18 La moción puede presentarse luego de haber 

transcurrido el término de veinte días a partir de la 

fecha que se emplaza, pero no más tarde de los treinta 

(30) días siguientes a la fecha límite establecida por 

el tribunal para concluir el descubrimiento de prueba. 

La moción deberá estar fundada en declaraciones juradas 

o en otra evidencia para “poder mostrar previo al juicio 

que […] no existe una controversia material de hechos 

que deba ser dirimida en un juicio plenario y [que], por 

lo tanto, el tribunal está en posición de aquilatar 

precisamente esa evidencia para disponer del caso ante 

sí”.19 

La Regla 36.3(a) y (b) de Procedimiento Civil, 

establecen el procedimiento a seguir para presentar y 

oponerse a una moción de sentencia sumaria.20 Así, se 

requiere que la moción de sentencia sumaria contenga una 

 
15 Rodríguez Méndez, et al. v. Laser Eye Surgery Mgmnt. of PR, 195 

DPR 769, 784-785 (2016); Meléndez González v. M. Cuebas, 193 DPR 

100, 109 (2015); Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. Purcell, 117 

DPR 714, 720 (1986). 
16 J.A. Echevarría Vargas, Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1ra 

ed. rev., Colombia, Nomos, 2012, pág. 36; SLG Zapata-Rivera v. JF 

Montalvo, 189 DPR 414, 430 (2013); Const. José Carro v. Mun. de 

Dorado, 186 DPR 113, 128 (2013); Padín v. Rossi, 100 DPR 259, 263 

(1971); Roth v. Lugo, 87 DPR 386, 393-395 (1963).   
17 Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra.  
18 Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra.  
19 Rodríguez Méndez, et al. v. Laser Eye Surgery Mgmnt. Of PR, supra, 

págs. 784-785; Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra. 
20 Regla 36.2 de Procedimiento Civil, supra. 
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relación de hechos esenciales y pertinentes organizada 

en párrafos enumerados, con referencia a las páginas de 

las declaraciones juradas o de alguna otra prueba 

incluida o anejada que sea admisible en evidencia, y que 

demuestran que sobre los mismos no hay controversia 

sobre hechos materiales.21 Por su parte, la moción en 

oposición a que se dicte una sentencia sumaria deberá 

también contener una relación de aquellos hechos de 

buena fe controvertidos, con referencia a los párrafos 

enumerados contenidos en la moción de la parte 

promovente y referencia a las páginas de la evidencia 

donde se establecen, o a cualquier otro documento 

admisible.22 Deberá contener además una relación 

enumerada de los hechos que no están en controversia 

igualmente referenciados a las páginas unidas o anejadas 

donde se establecen.23  

Así pues, presentada una moción bajo esta Regla, 

procede dictar sentencia sumaria si las alegaciones, 

deposiciones, contestaciones a interrogatorios y 

admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones 

juradas y alguna otra evidencia si las hubiere, 

acreditan la inexistencia de una controversia real y 

sustancial respecto a algún hecho esencial y pertinente 

y, además, si el derecho aplicable así lo justifica.24  

Al resolver una moción bajo esta Regla ante el 

Tribunal de Primera Instancia “se les requiere a los 

jueces que aun cuando denieguen, parcial o totalmente, 

 
21 Regla 36.3(a) de Procedimiento Civil, supra. 
22 Regla 36.3(b) de Procedimiento Civil, supra.   
23 Id. 
24 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, pág. 430; Véase Regla 

36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36.3(e); Lugo 

Montalvo v. Sol Meliá Vacation Club, supra, pág. 225; Oriental v. 

Perapi et al., supra, pág. 25; Corp. Presiding Bishop CJC of LDS v. 

Purcell, supra, pág. 720. 
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una Moción de Sentencia Sumaria, determinen los hechos 

que han quedado incontrovertidos y aquellos que aún 

están en controversia”.25 Es decir, la Regla 36.4 de 

Procedimiento Civil “hace énfasis en el carácter 

mandatorio de la determinación de hechos materiales 

sobre los cuales no hay controversia sustancial y los 

hechos materiales que están de buena fe 

controvertidos”.26 Ello responde a que “[e]sta es la 

única forma de propiciar una revisión adecuada por los 

foros apelativos”.27  

Ahora bien, al resolver una moción de sentencia 

sumaria, el tribunal declarará toda duda con respecto a 

los hechos no controvertidos del modo más favorable a la 

parte que se opone a la resolución del pleito por la vía 

sumaria.28 Sin embargo, “cualquier duda no es suficiente 

para derrotar una moción de sentencia sumaria. Tiene que 

ser una duda que permita concluir que existe una 

controversia real y sustancial sobre hechos relevantes 

y pertinentes”.29  

Como regla general, los tribunales, están impedidos 

de dictar sentencia sumariamente en cuatro (4) 

instancias principales cuando: “(1) existan hechos 

materiales y esenciales controvertidos; (2) haya 

alegaciones afirmativas en la demanda que no han sido 

refutadas; (3) surja de los propios documentos que 

acompañan la moción una controversia real sobre algún 

 
25 Meléndez González v. M. Cuebas, supra, pág. 113. (Citas omitidas). 
26 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, 2da ed., 

San Juan, Pubs. JTS, 2011, T. III, págs. 1074-1075 citado por 

Meléndez González v. M. Cuebas, supra, págs. 113 (Bastardillas en 

el original). 
27 Id. (Bastardillas en el original). 
28 Mejías v. Carrasquillo, supra, pág. 300; Corp. Presiding Bishop 

CJC of LDS v. Purcell, supra, pág. 721. 
29 Ramos Pérez v. Univisión, supra, pág. 214, citado por Mejías v. 

Carrasquillo, supra, pág. 300. 
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hecho material y esencial, o (4) como cuestión de derecho 

no procede [dictarla]”.30  

 En el caso de este Tribunal de Apelaciones, es norma 

establecida que estamos obligados a resolver los asuntos 

planteados ante nuestra consideración.31 Ello en aras a 

que el Tribunal Supremo “cuente con un récord completo 

al momento de ejercer su función apelativa”.32 Con 

respecto al estándar de revisión que debe utilizar este 

Tribunal de Apelaciones al momento de revisar 

determinaciones del Foro de Instancia en donde se 

concedan o denieguen mociones de Sentencia Sumaria, el 

Tribunal Supremo ha expresado cuatro consideraciones que 

deberá seguir este Tribunal de Apelaciones al momento de 

revisar una moción de sentencia sumaria.33  

Primero, “el Tribunal de Apelaciones se encuentra 

en la misma posición del Tribunal de Primera Instancia 

al momento de revisar Solicitudes de Sentencia Sumaria 

[…] y aplicará los mismos criterios que [la Regla 36] y 

la jurisprudencia imponen a ese foro”.34 Ello, enmarcado 

en la limitación de “que no puede tomar en consideración 

evidencia que las partes no presentaron ante el Tribunal 

de Primera Instancia y no puede adjudicar los hechos 

materiales en controversia, ya que ello le compete al 

foro primario luego de celebrado el juicio en su 

fondo”.35 “La revisión del Tribunal de Apelaciones es una 

 
30 Vera v. Dr. Bravo, supra, págs. 333-334; Oriental Bank v. Perapi 

et als., supra, págs. 26-27; SLG Szendrey-Ramos v. Consejo de 

Titulares, 184 DPR 133, 167 (2011). 
31 Meléndez González v. M. Cuebas, supra, pág. 114 haciendo 

referencia a Maldonado Bermúdez v. Maldonado González, 141 DPR 19, 

(1996). 
32 Id. 
33 Meléndez González, et als. v. M. Cuebas, Inc., 193 DPR 100, 115 

& 118 (2015); Vera v. Dr. Bravo, 161 DPR 308, 334-335 (2004); J. 

Echevarría Vargas, supra, pág. 229 basándose en Rodríguez Cancel y 

otros v. AEE, 116 DPR 443 (1985).   
34 Id., pág. 118. 
35 Id. 
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de novo y debe examinar el expediente de la manera más 

favorable a favor de la parte que se opuso a la Moción 

de Sentencia Sumaria en el foro primario, llevando a 

cabo todas las inferencias permisibles a su favor”.36  

Segundo, el Tribunal de Apelaciones “debe revisar 

tanto la Moción de Sentencia Sumaria como su Oposición 

cumplan con los requisitos de forma codificados en la 

Regla 36 de Procedimiento Civil […] y discutidos en SLG 

Zapata Rivera v. JF Montalvo, supra”.37  

 Tercero, este Tribunal tendrá que “cumplir con la 

exigencia de la Regla 36.4 de Procedimiento Civil y debe 

exponer concretamente cuales hechos materiales 

encontr[aron] en controversia y cuáles están 

incontrovertidos”.38 “Esta delimitación puede hacerse en 

la Sentencia que disponga del caso y puede hacer 

referencia al listado numerado de hechos 

incontrovertidos que emitió el foro primario en su 

Sentencia”.39  

 Cuarto, y, por último, de este Foro Apelativo 

“encontrar que los hechos materiales realmente están 

incontrovertidos […] procederá entonces a revisar de 

novo si el Tribunal de Primera Instancia aplicó 

correctamente el Derecho a la controversia.40  

 Por otro lado, la moción de sentencia sumaria no 

puede convertirse en un instrumento para privar a una 

parte de su derecho al debido proceso de ley.41 La Regla 

36.6 de las de Procedimiento Civil dispone que si de las 

declaraciones juradas del opositor a la moción resulta 

 
36 Id. 
37 Id. (Bastardillas omitidas y añadidas). 
38 Id. (Bastardillas en el original). 
39 Id. 
40 Id., pág. 119. 
41 García Rivera et al. v Enriquez, 153 DPR 323, 339 (2001). 
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que este no puede presentar mediante declaraciones 

juradas hechos esenciales para justificar su oposición, 

"[…] el tribunal podrá denegar la solicitud de sentencia 

o posponer su consideración concediéndole a la parte 

promovida un término razonable para que pueda obtener 

declaraciones juradas, tomar deposiciones, conseguir que 

la otra parte le facilite cierta evidencia o dictar 

cualquier otra orden que sea justa”.42  

Al interpretar la Regla 36.6 de Procedimiento 

Civil, supra, nuestro Foro Judicial de Última Instancia 

ha declarado que "en circunstancias particulares, es 

preciso aplazar la disposición de una moción de 

sentencia sumaria hasta que se concluya el proceso de 

descubrimiento de prueba para que la parte promovida 

tenga la oportunidad de refutarla debidamente".43 "En 

otras palabras, confrontado el tribunal con una 

solicitud de sentencia sumaria prematura, éste puede, en 

el ejercicio de su discreción, posponer la evaluación de 

la moción o denegarla en esta etapa de los procedimientos 

[…]".44 Ello responde a que "[a]coger una moción de 

sentencia sumaria de forma prematura puede tener el 

efecto de privar al promovido de sus derechos sin un 

debido proceso de ley".45  

-B- 

Despido Injustificado 

Nuestro ordenamiento jurídico busca proteger al 

empleado que es despedido injustificadamente mediante 

legislación “que a la vez que otorgue unos remedios más 

 
42 Regla 36.6 de Procedimiento Civil, supra. 
43 Santiago v. Ríos Alonso, 156 DPR 181, 194 (2002). 
44 Pérez v. El Vocero de P.R., 149 DPR 427, 449-450 (1999) 

(Bastardillas añadidas). 
45 Id., pág. 449 (Bastardillas añadidas). Véase, García Rivera et 

al. v Enriquez, supra, págs. 339-341. 

javascript:citeSearch('156DPR181',%20'MJPR_DPR')
javascript:citeSearch('149DPR427',%20'MJPR_DPR')
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justicieros y consubstanciales con los daños causados 

por un despido injustificado desaliente la incidencia de 

este tipo de despido”.46 Por lo tanto, una vez un 

trabajador ejerce una ocupación u ostenta un empleo, la 

Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, conocida como Ley 

Sobre Despidos Injustificados, en adelante Ley 80, 

establece un esquema que regula su retención y despido.47 

De igual forma, la Ley 80 dispone que si un empleado es 

despido injustificadamente, tendrá derecho a una mesada, 

la cual se calcula a base de los años que el empleado 

trabajó para el patrono.48    

Por otro lado, no toda situación en la que hubo un 

despido es injustificada y, por ende, no procede la 

imposición del deber del patrono de pagar una mesada.49 

Nuestro Tribunal Supremo dispuso en Lugo Montalvo v. Sol 

Meliá Vacation que "[e]n Puerto Rico no existe una 

prohibición absoluta contra el despido de un empleado. 

. . [s]i existe justa causa éste puede ser despedido".50 

En su Artículo 2, la Ley 80 indica que se entenderá como 

justa causa para un despido “aquella que no esté motivada 

por razones legalmente prohibidas y que no sea producto 

del mero capricho del patrono”.51 Más adelante, el 

antedicho artículo desglosa una lista, no taxativa, de 

las circunstancias que constituyen justa causa para el 

despido de un empleado, que incluyen:  

 
46 Exposición de motivos de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, 

según enmendada, Ley Sobre Despidos Injustificados, 29 LPRA sec. 

185(a) et seq.  
47 SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra; Feliciano Martes v. 

Sheraton, 182 DPR 368 (2011); Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 

364 (2001).  
48 Art. 1 de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, supra, sec. 

185(a).   
49 Feliciano Martes v. Sheraton, supra, pág. 380-381; Santiago v. 

Kodak Caribbean Ltd., 129 DPR 763, 775 (1992).  
50 Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 230 (2015) 

[Énfasis nuestro].  
51 Art. 2 de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, supra, sec. 

185(b).   



 
 

 
KLAN202000595    

 

19 

(a) Que el empleado incurra en un patrón de 

conducta impropia o desordenada. 

 

(b) Que el empleado incurra en un patrón de 

desempeño deficiente, ineficiente, 

insatisfactorio, pobre, tardío o negligente. 

Esto incluye incumplir con normas y estándares 

de calidad y seguridad del patrono, baja 

productividad, falta de competencia o 

habilidad para realizar el trabajo a niveles 

razonables requeridos por el patrono y quejas 

repetidas de los clientes del patrono.  

 

(c) Violación reiterada por el empleado de las 

reglas y reglamentos razonables establecidos 

para el funcionamiento del establecimiento 

siempre que copia escrita de los mismos se 

haya suministrado oportunamente al empleado. 

 

(d) Cierre total, temporero o parcial de las 

operaciones del establecimiento. En aquellos 

casos en que el patrono posea más de una 

oficina, fábrica, sucursal o planta, el cierre 

total, temporero o parcial de las operaciones 

de cualquiera de estos establecimientos donde 

labora el empleado despedido, constituirá 

justa causa para el despido a tenor con este 

Artículo. 

 

(e) Los cambios tecnológicos o de 

reorganización, así como los de estilo, diseño 

o naturaleza del producto que se produce o 

maneja por el establecimiento y los cambios en 

los servicios rendidos al público.  

 

(f) Reducciones en empleo que se hacen 

necesarias debido a una reducción en el 

volumen de producción, ventas o ganancias, 

anticipadas o que prevalecen al ocurrir el 

despido o con el propósito de aumentar la 

competitividad o productividad del 

establecimiento.52    

 

De este modo, la legislación protectora del 

empleado toma en consideración aquellas condiciones y 

circunstancias durante la operación de un negocio en la 

que un patrono puede cesantear a un empleado sin que 

ello active el remedio de la mesada.53  

Una de las circunstancias en las que la Ley 80 

dispone de protecciones al empleado es cuando ocurre el 

 
52 Id. 
53 Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, supra, pág. 232.  
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traspaso de un negocio en marcha. En su Artículo 14, la 

Ley 80 define el traspaso de un negocio en marcha como:  

[A]quella compraventa de una empresa o 

negocio, mediante la cual un patrono vende a 

otro patrono una parte sustancial de los 

activos y/o pasivos del negocio, sin 

interrupción o cese en las operaciones del 

mismo por más de seis (6) meses y se continúa 

operando el mismo tipo de negocio en el mismo 

establecimiento, o en uno distinto, con 

básicamente el mismo equipo, maquinaria e 

inventario, produciendo básicamente los 

mismos productos y/o prestando los mismos 

servicios, reteniendo el mismo nombre del 

negocio y marcas comerciales o un nombre 

similar, siempre y cuando la mayoría de los 

empleados que laboran en el negocio en 

cualquier momento durante los seis (6) meses 

siguientes al traspaso trabajaban para el 

patrono vendedor al ocurrir el traspaso del 

negocio.54  

 

Para atender las circunstancias del traspaso de un 

negocio en marcha, el Artículo 6 dispone que: 

[S]i el nuevo adquirente continúa utilizando 

los servicios de los empleados que estaban 

trabajando con el anterior dueño, se les 

acreditará a éstos el tiempo que lleven 

trabajando en el negocio bajo anteriores 

dueños. En caso de que el nuevo adquirente 

opte por no continuar con los servicios de 

todos o algunos de los empleados y no advenga 

en su consecuencia patrono de éstos el 

anterior patrono responderá por la 

indemnización provista por esta ley el 

comprador deberá retener la cantidad 

correspondiente del precio de venta convenido 

respecto al negocio. En caso de que los 

despida sin justa causa después del traspaso, 

el nuevo dueño responderá por cualquier 

beneficio que bajo esta ley pueda tener el 

empleado que quede cesante, estableciéndose 

además un gravamen sobre el negocio vendido 

para responder del monto de la reclamación.55   

 

 Nuestro Tribunal Supremo ha indicado que el negocio 

en marcha es aquel mantiene sus operaciones de forma 

continua y con una expectativa de seguir funcionando de 

 
54 Art. 14 de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, supra, sec. 

185(n).  
55 Art. 6 de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, supra, sec. 

185(f).  
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manera indefinida.56 Por otro lado, en las situaciones 

en donde está envuelto el traspaso de un negocio en 

marcha, surge la posibilidad de que aplique la doctrina 

del patrono sucesor. 

 Esta doctrina, nos indica nuestro Más Alto Foro, 

proviene del derecho común estadounidense y forma parte 

de nuestro ordenamiento jurídico desde hace más de cinco 

décadas.57 Se suele aplicar cuando “hay una venta o 

transferencia de activos o reorganización de un negocio, 

siempre que haya similitud sustancial en la operación y 

continuidad en la identidad de la empresa, antes y 

después del cambio”.58 A través de esta doctrina se busca 

proteger a los empleados en situaciones donde hubo un 

cambio repentino en la relación obrero-patronal y 

fomentar la política pública de promover la paz 

industrial.59  

 Para que exista la similitud y continuidad de la 

empresa, deben considerarse los siguientes factores:  

(1)[L]a existencia de una continuación 

sustancial de la misma actividad de negocios; 

(2) la utilización de la misma planta para las 

operaciones; (3) el empleo de la misma o 

sustancialmente la misma fuerza obrera; (4) la 

conservación del mismo personal de 

supervisión; (5) la utilización del mismo 

equipo o maquinaria; (6) la producción de los 

mismos productos y la prestación de los mismos 

servicios; (7) la retención del mismo 

nombre[,] y (8) la operación del negocio 

durante el periodo de transición.60 

   

 
56 Roldan Flores v. M. Cuebas, 199 DPR 664, 681 (2018), citando a 

Adventist Health v. Mercado, 171 DPR 255, 266, esc. 5 (2007).  
57 Roldan Flores v. M. Cuebas, supra, pág. 682; J.R.T. v. Coop. 

Azucarera, 98 DPR 314 (1970).  
58 Roldán Flores v. M. Cuebas, supra; Adventist Health v. Mercado, 

supra; Rodríguez v. Urban Brands, 167 DPR 509 (2006); Piñeiro v. 

Int’l Air Serv. of P.R., Inc., 140 DPR 343 (1996).  
59 Bruno López v. Motorplan, Inc. y otro, 134 DPR 111, 117 (1993); 

véase, J.R.T. v. Asoc. C. Playa Azul I, 117 DPR 20 (1986); J.R.T. 

v. Coop. Azucarera, supra; Beaunit of Puerto Rico v. J.R.T., 93 

DPR 590 (1966).  
60 Roldan Flores v. M. Cuebas, supra, (citas omitidas).  
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 El Tribunal Supremo ha establecido que la 

aplicación de esta doctrina ocurre como corolario de los 

actos del patrono anterior. Por lo tanto, no procede la 

figura al menos que se demuestra que el patrono que 

vendió su empresa actuó ilegalmente o incumplió con sus 

obligaciones laborales.61 Es entonces, y no antes, que 

se le puede imputar responsabilidad al nuevo patrono 

bajo la antedicha doctrina.62 En conclusión, si el 

despido hecho por un patrono anterior estuvo 

justificado, no hay necesidad de analizar si surge la 

doctrina de patrono sucesor.63   

-IV- 

En el caso ante nuestra consideración, la parte 

apelante arguye en sus primeros cuatro señalamientos, 

los cuales discutiremos en conjunto por estar 

íntimamente ligados, que el Tribunal de Primera 

Instancia erró al dictar sentencia sumaria a favor de la 

parte apelada y al determinar que su Oposición a 

Sentencia Sumaria no cumplía con los requerimientos de 

los incisos (b)(2) y (b)(3) la Regla. 36.3 de 

Procedimiento Civil. No le asiste la razón. Veamos. 

La Regla 36.3 de las de Procedimiento Civil, en sus 

incisos (b)(2) y (b)(3), dispone que la contestación a 

una moción de sentencia sumaria debe contener, entre 

otras cosas:  

(2) [U]na relación concisa y organizada, con 

una referencia a los párrafos enumerados por 

la parte promovente, de los hechos esenciales 

y pertinentes que están realmente y de buena 

fe controvertidos, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen estos hechos, así como de 

cualquier otro documento admisible en 

 
61 Id. 
62 Id., pág. 683. 
63 Id. 
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evidencia que se encuentre en el expediente 

del tribunal; 

 

(3) una enumeración de los hechos que no están 

en controversia, con indicación de los 

párrafos o las páginas de las declaraciones 

juradas u otra prueba admisible en evidencia 

donde se establecen estos hechos, así como de 

cualquier otro documento admisible en 

evidencia que se encuentre en el expediente 

del tribunal. . .     

 

Habiendo examinado la Oposición a Sentencia Sumaria 

de la parte apelante, encontramos que esta incumplió con 

los requisitos esbozados anteriormente. De entrada, 

apreciamos que no realizó la relación, concisa y 

organizada, con referencia a los párrafos enumerados por 

la parte apelada. La parte apelada expuso cincuenta y 

dos (52) hechos que consideraba incontrovertidos, 

mientras que la parte apelante presentó ochenta y nueve 

(89) hechos incontrovertidos, en los que incluyó 

argumentos legales y admisiones de hechos, incumpliendo 

con la referida Regla 36.3 (b)(3) de Procedimiento 

Civil.   

Más adelante, la parte apelante redactó una serie 

de “hechos en controversia o mal aseverados como hechos 

que no están en controversia por los demandados en su 

sentencia sumaria”. Sin embargo, en lugar de organizar 

los hechos que considera que están en controversia y 

fundamentar su posición con prueba admisible, la parte 

apelante redactó una serie de párrafos aleatorios en los 

que refuta hechos que la parte apelada presentó como 

incontrovertidos. Este tipo de redacción contraviene el 

lenguaje expreso de la Regla 36.3 (b)(2) de 

Procedimiento Civil.   

Notamos, de igual forma, que estos 89 hechos 

incontrovertidos no se incluyeron con el propósito de 
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establecer cuales hechos de la moción de sentencia 

sumaria de la parte apelante son controvertidos y cuales 

son incontrovertidos. En lugar, pareciera que la parte 

apelante redactó su propia teoría legal e hizo 

referencias esporádicas a documentos que entendían 

apoyaban su postura, pero que no cumplían con los 

requisitos de la regla procesal.  

Ahora bien, el acoger o no el escrito en oposición 

resulta ser un ejercicio discrecional del magistrado, 

que al evaluar el mismo decide si cumple o no cumple. 

Por nuestra parte hemos examinado el escrito aludido y 

y entendemos que no cumple con el propósito que persiguen 

los incisos (b)(2) y (b)(3) de la Regla 36.3, el cual es 

facilitar la labor de los tribunales al momento de 

adjudicar una controversia por la vía sumaria. De igual 

forma, lejos de asistir a este foro apelativo en su 

función revisora, la Oposición a Sentencia Sumaria de la 

parte apelante ha dificultado la tarea de dilucidar la 

controversia.  

En ausencia de error manifiesto, prejuicio o abuso 

de discreción, no intervendremos con la decisión del 

Tribunal de Primera Instancia en cuanto a acoger y 

considerar la oposición de la parte apelante a la 

solicitud de sentencia sumaria que presentara la parte 

apelada.  

Por otro lado, en su quinto y sexto señalamiento de 

error, la parte apelante aduce que erró el foro apelado 

al determinar que el despido de la señora Rivera Rivera 

estuvo justificado y que no procedía el pago de la mesada 

por la parte apelada.64 No le asiste la razón. Veamos. 

 
64 No surge del recurso de la parte apelante que esta haya discutido 

su séptimo señalamiento de error, por lo cual no lo abordaremos en 

nuestro análisis. 
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El traspaso del negocio en marcha por parte de FTL 

Finance a Island Finance, la oferta de empleo que se le 

hizo a varios empleados de FTL Finance y la subsecuente 

contratación de estos fue estipulada por las partes, por 

lo que procederemos a analizar si aplica la doctrina del 

patrono sucesor a los hechos de este caso.  

Del expediente no surge que FTL Finance haya 

actuado ilegalmente o que tuviese obligación laboral 

alguna con sus empleados antes del traspaso de su 

negocio. Consecuentemente, traspasar el negocio en 

marcha no le impuso una obligación legal de pagar mesada, 

por lo que no aplica la doctrina de patrono sucesor que, 

como ya discutimos, solo adviene vigente si el patrono 

anterior tenía obligaciones con sus empleados. De igual 

forma, el Artículo 6 de la Ley 80 requiere que, si el 

patrono adquirente al que se le traspasa el negocio 

decide retener a los empleados, este debe acreditarles 

el tiempo que trabajaron para el patrono anterior, lo 

cual Island Finance hizo.     

Por esta línea, es un hecho incontrovertido que 

Island Finance tenía la intención de retener a los 

empleados de FTL Finance por lo que hizo ofertas de 

empleo a todo el personal. De la prueba admitida surge 

que la oferta de empleo a la parte apelante, aunque no 

idéntica en cuanto a las condiciones y beneficios, era 

razonablemente cercana al empleo que esta ostentaba al 

momento del acercamiento. No podemos obviar la prueba de 

que Island Finance también ofreció incentivos 

adicionales al salario para la consideración de la parte 

apelante, como lo era el bono de contratación de $30,000 

y planes de salud y de vida, entre otros.  
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A pesar de los intentos de buena fe de la parte 

apelada de convencer a la parte apelante de las ventajas 

de aceptar el empleo, y de la salvedad de que no aceptar 

el empleo constituiría una renuncia al momento del 

traspaso, la parte apelante no aceptó la oferta. El 

Tribunal de Primera Instancia coligió, y estamos de 

acuerdo, en que la parte apelante no tenía derecho a que 

su nuevo empleo con Island Finance fuera bajo las mismas 

condiciones con las que trabajó para FTL Finance. No 

encontramos disposición legal, o jurisprudencia, que nos 

mueva a esa conclusión. Por último, pero no menos 

importante, está la admisión de la propia señora Rivera 

Rivera de que no aceptar la oferta de Island Finance 

había sido irrazonable.  

Lo anteriormente expuesto nos lleva a la conclusión 

de que la parte apelante no es acreedora del remedio que 

ofrecen las disposiciones de la Ley 80. Por lo tanto, no 

existía una obligación laboral por parte de FTL Finance 

que le diera a la parte apelante el derecho a la mesada, 

y no se constituyó un deber por parte de FTL Finance 

como patrono anterior ni de Island Finance como patrono 

sucesor.     

-V- 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la 

sentencia apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


